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Diálogo entre jurisdicciones,  
ultra vires y rabietas: comentario  
a la sentencia de 31 de enero de 2012  
del Tribunal Constitucional checo 

Miryam Rodríguez-Izquierdo Serrano

I. I ntroducción.—II. H istoria de un diálogo frustrado, en tres actos: 2.1.  Pri-
mer acto: el Supremo Tribunal Administrativo y el Tribunal Constitucional checo discrepan so-
bre el régimen de las pensiones de jubilación. 2.2.  Segundo acto: el Tribunal de Justicia en-
tra en escena. 2.3.  Tercer acto: el Tribunal Constitucional checo dicta su sentencia de 31 de 
enero de 2012.—III. I mpresiones, incomprensiones y una secuela: ¿es esto diálogo 

jurisdiccional?—IV. C onclusiones.—Bibliografía.

I. I ntroducción

Una de las cuestiones más sugerentes y, en cierto sentido, más enigmáticas 
de la construcción doctrinal del constitucionalismo de la Unión es el llamado 
diálogo entre jurisdicciones. ¿Que qué es el diálogo entre jurisdicciones? Buena 
pregunta. Antes de la integración europea nadie hubiera considerado posible, 
en términos jurídicos, una relación entre órganos jurisdiccionales denominada 
«diálogo» y que fuera distinta de la que estableciesen los sistemas regulares de 
recursos judiciales ascendentes. Esta relación convencional consistía, y consis-
te, en la competencia de los tribunales superiores para revisar las resoluciones 
de los inferiores dentro de los márgenes determinados por las normas procesa-
les, así como en las vinculaciones que cada sistema jurídico pueda crear a favor 
de la jurisprudencia de los tribunales superiores sobre los inferiores. El diálogo 
entre jurisdicciones, fuera de esto, resulta algo difícil de explicar. La dificultad 
reside en que dicho diálogo ni responde ni entra en los parámetros estructurales 
propios de la organización jurisdiccional de los Estados constitucionales. Inclu-
so en los Estados federales que establecen circuitos jurisdiccionales diferencia-
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dos para el orden estatal y el federal, no hay tal cosa como el diálogo: siempre 
hay un alto tribunal federal, justicia constitucional u ordinaria, con competencia 
para anular las decisiones de los jueces inferiores, estatales o federales, sin que 
medie una palabra fuera o al margen de lo que se plantee en los correspondien-
tes recursos. 

Por todo lo dicho, el diálogo entre jurisdicciones solo se entiende si se acep-
tan dos premisas y su resultado. La primera premisa que hay que aceptar es que 
la integración europea ha creado un sistema de relación entre entes que ejercen 
el poder público sobre una misma población y territorio que es diferente de la 
que se da en los Estados federales, pero que sí es, y en más de un sentido, cons-
titucional. La segunda premisa es que ese sistema de relación se fundamenta 
en una concepción pluralista, según la cual los complejos normativos de los 
Estados miembros y de la Unión Europea son, al mismo tiempo, autónomos e 
interdependientes. Esa concepción pluralista, que está basada en los principios 
de lealtad o cooperación leal, respeto por la identidad e integridad constitucio-
nal recíproca, primacía del Derecho de la Unión en el ámbito de sus competen-
cias y subsidiariedad en la toma de decisiones sobre materias compartidas, es lo 
que permite deducir el resultado de las dos premisas presentadas. El resultado 
es una construcción constitucional heterárquica en la que los complejos nor-
mativos de la Unión y los Estados se relacionan en términos de interacción en 
lugar de hacerlo, como los sistemas constitucionales clásicos, en términos de 
subordinación y jerarquía (1). 

En ese contexto, las jurisdicciones de la Unión Europea y de los Estados 
miembros habrían asumido, para relacionarse entre sí, el sistema de coopera-
ción derivado de los Tratados europeos y fundado sobre la base de la cuestión 
prejudicial. Este mecanismo en primera instancia invita y en última obliga a 
los jueces y tribunales nacionales a plantear, ante el Tribunal de Justicia de 
la Unión, aquellas dudas interpretativas o de validez que les surjan a raíz de la 
aplicación, en controversias jurídicas concretas, de normas de Derecho europeo. 
La cuestión prejudicial es, por tanto, la vía de diálogo oficial entre juez europeo 
y jueces nacionales, que superpone su estructura procesal a la que exista en cada 
caso concreto y en cada Estado miembro (2). 

(1) S obre el pluralismo constitucional y el papel de la interpretación normativa en su com-
prensión, véanse, entre otros, los trabajos de WALKER, Neil (2002); POIARES MADURO, Miguel 
(2003), o KUMM, Mattias (1999). Sobre los principios del orden constitucional europeo, véase el 
trabajo de VON BOGDANDY, Armin (2006).

(2) H a puesto de relieve Baquero Cruz que el procedimiento prejudicial establece «un “puen-
te” normativo entre el Derecho comunitario y los Derechos de los Estados miembros». BAQUERO 
CRUZ, Julio (2005): 39.
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Pero esa vía de diálogo oficial que asienta la cuestión prejudicial se ampli-
ficó con el paso del tiempo, ante la negativa inicial de gran parte de los Altos 
Tribunales y Cortes Constitucionales de los Estados miembros a plantear la 
cuestión prejudicial. Parecería evidente que, de cara a asegurar la comunica-
ción sistemática necesaria «para conseguir la operatividad sin traumas de la 
trama ordinamental que caracteriza la complejidad del Derecho europeo», la 
cuestión prejudicial debiera haber sido el procedimiento usual de interacción 
entre sendos órdenes jurisdiccionales, el europeo y los constitucionales estata-
les (3). Pero la relación entre estos no comenzó así. Al contrario, surgió una vía 
oficiosa de relación que, como se ha dicho, es foco prioritario de atención en la 
doctrina del constitucionalismo europeo y que consiste en referencias jurispru-
denciales indirectas, llamadas de atención, advertencias, tomas de posición de 
cara a posibles conflictos futuros y, para terminar, concesiones de distinto tipo 
que han venido haciéndose, al principio unilateralmente por parte de los jueces 
constitucionales nacionales, luego recíprocamente entre sí los tribunales consti-
tucionales de ciertos Estados miembros y el Tribunal de Justicia de la Unión (4). 
Esta estrategia comunicativa se ha llevado a cabo por parte de los jueces cons-
titucionales estatales aprovechando diversas coyunturas: a veces se trataba de 
una decisión sobre la constitucionalidad de normas estatales de transposición 
de directivas europeas; otras veces de un recurso en el que estaban implicadas 
las garantías de los derechos fundamentales de la Constitución nacional ante 
regulaciones europeas en conflicto; o, en varias ocasiones, de procedimientos 
para determinar la conformidad de Tratados y reformas de los Tratados euro-
peos con la Constitución propia (5). A través de ese diálogo oficioso se han 
analizado temas de suma relevancia, significados por la literatura científica, y 
que siguiendo la jurisprudencia del Tribunal Constitucional alemán tienen tres 
núcleos: la garantía de los derechos fundamentales de la Constitución frente al 
Derecho europeo, discutidos sucesivamente en las sentencias Solange I y II; 
el límite del ejercicio de competencias por las instituciones de la Unión, los 
posibles ultra vires y la sede para decidir la competencia sobre la competencia, 

(3)  VERGOTTINI, Giuseppe de (2010): 62. La traducción del italiano al español de la cita 
literal es de la autora.

(4)  Destaca Vergottini el protagonismo en esta cuestión de los Tribunales Constitucionales 
italiano y alemán, el primero con la doctrina de los contralímites y el segundo con las doctrinas 
sobre la protección de los derechos fundamentales y sobre el control de los ultra vires. VERGOTTI-

NI, Giuseppe de (2010): 70-71. 
(5)  Distintas visiones sobre las reacciones y líneas de actuación de diferentes Tribunales 

Constitucionales estatales puede verse en CLAES, Mónica (2006), o VERGOTTINI Giuseppe de 
(2010): 70 y sigs. Entre nosotros, véase VIDAL PRADO, Carlos (2004). En relación con el Tribunal 
Constitucional español, es de especial interés el trabajo de AZPITARTE SÁNCHEZ, Miguel (2002). 
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destacados en Maastricht y Lisboa; y la afirmación de la supremacía interna de 
la Constitución estatal a través de los elementos irreductibles de la identidad de 
esta, anunciada en Lisboa (6). 

Pues bien: es en esa segunda vía de diálogo, la oficiosa, y dentro de ella 
en el núcleo de los ultra vires, donde supuestamente debemos situarnos para 
analizar la sentencia que el Tribunal Constitucional de la República Checa dicta 
el 31 de enero de 2012 y que es el objeto de este estudio. Sin embargo, una vez 
situados ahí, para entender bien el conflicto que plantea la resolución de marras 
hay que remitirse a las otras dos vías, las oficiales: en primer lugar, a la vía ofi-
cial interna, estatal, que es jerárquica y que vincula a los tribunales nacionales 
checos con la jurisprudencia de su Tribunal Constitucional; y en segundo lugar 
a la vía oficial europea, la de la cuestión prejudicial. Aunque es cierto que esta 
última tiene unos mayores márgenes de flexibilidad, pues se presupone la auto-
nomía de los complejos normativos en interacción —el de la Unión y los de los 
Estados miembros— y se confía a los jueces nacionales la decisión acerca de 
si plantear la cuestión prejudicial o no, no es menos cierto que las resoluciones 
del Tribunal de Justicia en vía prejudicial adquieren una fuerza interpretativa 
singular y deben ser seguidas por el órgano judicial estatal que haya impulsado 
el proceso prejudicial. De otra manera el Estado miembro incurriría en causa de 
incumplimiento del Derecho europeo y podría abrirse contra él un procedimien-
to sancionador ante el mismo Tribunal de Luxemburgo. 

Y sin que esa última observación quiera ser un pronóstico sobre lo que pue-
de ocurrir en un futuro entre la República Checa y la Unión, antes de dar cuenta 
del proceso que llevó a la sentencia de 31 de enero de 2012 del Tribunal Cons-
titucional checo, se dejará puesto el foco sobre esta afirmación: que las tres vías 
de relación jurisdiccional, las dos oficiales y la oficiosa, confluyen en el caso 
que aquí se analiza, el cual puede ser narrado, como se propone a continuación, 
en tres actos. Arriba el telón.

(6) P AYANDEH, Mehrdad (2011): 9. Véanse también KOKOTT, Juliane (1997): 87 y 89, y 
LÓPEZ CASTILLO, Antonio (2009).
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II. H istoria de un diálogo frustrado, en tres actos

2.1.  Primer acto: el Supremo Tribunal Administrativo y el Tribunal  
Constitucional checo discrepan sobre el régimen de las pensiones  

de jubilación

La historia comienza en la República Checa. Tras la disolución de la an-
tigua Federación Checoslovaca, entre los muchos convenios que se firmarían 
para organizar las relaciones entre las dos repúblicas escindidas hubo uno, que 
en adelante llamaremos el Acuerdo, que se ocupó de establecer ciertas reglas 
relativas al devengo de pensiones de seguridad social. Era imprescindible de-
terminar a cuál de los dos Estados le correspondería el pago de tales pensiones 
a los ciudadanos de una y de otra república que hubieran trabajado y residido, 
indistintamente, en el territorio de las actuales Chequia y Eslovaquia cuando 
ambas eran una sola. Como criterio para dirimir las cuestiones que surgieran 
en relación con esto, se adoptó el del domicilio del empleador en el momento 
de la disolución o, en su caso, en el momento anterior a la fecha de la misma, 
el 31 de diciembre de 1992. Esta decisión, que podría haber sido otra, provocó 
que ciudadanos de uno y otro Estados resultaran beneficiados o desfavorecidos 
en términos económicos en sus pensiones de jubilación. ¿Por qué? Porque, por 
un lado, durante bastante tiempo las pensiones otorgadas por la seguridad so-
cial checa han sido mayores que las otorgadas por la eslovaca. Y, por otro lado, 
porque, y al parecer, en algunos casos la seguridad social checa otorgó comple-
mentos compensatorios sobre la base del artículo 26 del Acuerdo, lo cual dio 
lugar a un considerable número de litigios por parte de ciudadanos checos, bien 
por no estar conformes con la cuantía de los complementos, bien por haber sido 
excluidos o habérseles denegado la concesión de los mismos (7). 

Es en ese contexto donde empiezan las diferencias de opinión entre el Su-
premo Tribunal Administrativo y el Tribunal Constitucional checo. El segundo 
tomó como punto de partida el derecho fundamental de acceso a las prestacio-
nes sociales, recogido en el artículo 30 de la Carta de derechos de la Consti-
tución, para determinar que los ciudadanos checos que recibieran pensiones 
eslovacas tendrían derecho a cobrar un complemento a cargo de las autoridades 
nacionales, checas, para compensar las diferencias entre un régimen y otro. 
Fue en una sentencia de enero de 2005 donde el juez constitucional checo, 
cuyo nombre propio es Ústavní soud, resolvió que el artículo 20 del referi-

(7) Z BÍRAL, Robert (2012): 1476-1477.
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do Acuerdo, en su apartado 1, daba derecho a ese complemento a los nacio-
nales checos que también fueran residentes en el territorio de la República. 
El complemento garantizaría al pensionista la percepción de una pensión de 
jubilación de importe equivalente al que le correspondería con arreglo a la le-
gislación nacional, checa, tomando en consideración el importe de la pensión 
de jubilación que abonara la seguridad social eslovaca. Con estos criterios se 
evitaría que se produjera una doble percepción de pensiones de jubilación de la 
misma naturaleza y otorgadas por las mismas razones por dos organismos de 
seguridad social diferentes (8). 

Sin embargo, el Supremo Tribunal Administrativo no estaba dispuesto a 
aceptar tal jurisprudencia. Y sigue sin estarlo, aunque eso es algo que se tratará 
después. 

Sabiendo que la Constitución checa establece en su artículo 89, apartado 2, 
que «las resoluciones ejecutivas del Ústavní soud vinculan a todos los órganos 
y personas jurídicas», el Supremo Administrativo encontró en el Derecho euro-
peo la manera de darle la vuelta a la jurisprudencia del juez constitucional. Era 
cierto que la realidad normativa suministraba razones para recurrir al Derecho 
de la Unión. Tras la adhesión de las dos repúblicas escindidas a la Unión Euro-
pea, el Acuerdo de marras había sido integrado en el régimen del Reglamento 
núm. 1408/71, que se encarga de la aplicación de regímenes de seguridad social 
cuando los trabajadores han estado desplazándose dentro de la Unión (9). En 
concreto, el Reglamento establece en su artículo 6 que su régimen sustituye 
a cualquier convenio de seguridad social que vincule exclusivamente a dos o 
más Estados miembros, dejando a salvo determinados acuerdos entre Estados 
miembros de fecha anterior a la aplicación de la norma europea. Los acuerdos 
que están amparados por la salvedad se incluyen en el Anexo III del Reglamento 
núm. 1408/71. Esos, y solo esos, siguen siendo pertinentes en la medida en que 
sean más favorables para los beneficiarios o sean consecuencia de circunstancias 
históricas específicas, como ocurría con el artículo 20 del Acuerdo, recogido en 
tal Anexo. Ese artículo, además de estar ahí, también era precisamente la base 

(8)  Véanse la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en el asunto Landtová, 
C-399/09, de 22 de junio de 2011, en el párrafo 12 y las conclusiones del Abogado General Cruz 
Villalón de 3 de marzo de 2011 en el mismo asunto, en el párrafo 2.

(9) R eglamento (CEE) núm. 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 1971, relativo a la apli-
cación de los regímenes de seguridad social a los trabajadores por cuenta ajena, los trabajadores 
por cuenta propia y a los miembros de sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad, mo-
dificado por el Reglamento (CE) núm. 118/97 del Consejo, de 2 de diciembre de 1996 (DO 1997, 
L 28, pág. 1) y por el Reglamento (CE) núm. 629/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
5 de abril de 2006 (DO L 114, pág. 1).
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jurídica que había utilizado el Ústavní soud para fundamentar su jurisprudencia 
sobre los complementos a las pensiones. Desde un punto de vista objetivo, la 
incorporación de ese artículo 20 al Reglamento tenía como consecuencia que 
el mismo pasase a formar parte del ámbito de competencia de la Unión. Y, por 
consiguiente, pasaba a formar parte del ámbito de competencia jurisdiccional 
del Tribunal de Justicia. 

Volviendo a los factores que influyen en el desarrollo de los acontecimien-
tos, desde un punto de vista institucional interno pueden reseñarse dos situacio-
nes: una en relación con el ámbito externo, de la Unión, y otra con el interno, el 
institucional checo. En relación con el ámbito externo, el Tribunal Constitucio-
nal checo había sugerido con anterioridad al asunto que ocupa este trabajo que 
los jueces ordinarios tenían que referir sus dudas sobre la compatibilidad entre 
el Derecho europeo y el nacional al Tribunal de Justicia, no a él. Esto había 
sido recogido en una sentencia de 2006 (10). Algo más adelante, y a pesar de 
lo que él mismo había dicho, en una resolución de 2007 el juez constitucional 
checo había abordado el tema de la compatibilidad del complemento para las 
pensiones con el Reglamento núm. 1408/71. Ello sin interponer, por supues-
to, cuestión prejudicial (11). En relación con el ámbito interno, una sentencia 
de 2009 había puesto en el ojo de mira al Ústavní soud. Este había declarado 
contrarias a la Constitución, y, por tanto, nulas, una ley constitucional y una 
decisión del Presidente de la República que permitían y decretaban una disolu-
ción anticipada de la Cámara de Diputados que la propia Constitución checa no 
contemplaba. La controversia sobre los límites del poder de revisión del Tribu-
nal Constitucional checo se dejaba entrever en las alegaciones presentadas ante 
el mismo, con ocasión de este asunto, por los órganos del legislativo. A pesar 
de ello, el juez constitucional reafirmó su posición, incluso para el control de 
leyes constitucionales adoptadas conforme a los procedimientos estipulados, y 
definió como límite material a la actuación del legislador el principio de pro-

(10) E n un obiter dictum de su resolución de 21 de febrero de 2006 (Pl. US 19/04), el juez 
constitucional checo, al que se le solicitaba una opinión sobre la compatibilidad del Derecho che-
co, la Constitución y el europeo, observó que en lo que concernía a la alegada incompatibilidad 
en Derecho checo con el europeo, no le correspondía a él resolver el asunto, sino que, siguiendo 
el Tratado de adhesión de la República Checa a la Unión Europea, era función del respectivo juez 
nacional, en su caso en cooperación con el Tribunal de Justicia a través de la cuestión prejudicial, 
decidir sobre la compatibilidad o incompatibilidad del Derecho checo con el Derecho europeo. 
Véase BOBEK, Michal (2008): 1629.

(11) S entencia del Tribunal Constitucional checo de 20 de marzo de 2007, PL. ÚS 4/06, en 
especial párrafo 28. La traducción al inglés de esta resolución puede consultarse en la página web 
del Tribunal Constitucional checo y en concreto en el vínculo siguiente: http://www.usoud.cz/view/
pl-04-06. 
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tección del Estado democrático de Derecho establecido en el artículo 9.2 de la 
Constitución checa (12). 

Con esta composición de lugar, los ánimos revueltos, solo hacía falta una 
controversia específica que diera el pretexto al Supremo Tribunal Administrati-
vo para formular una cuestión prejudicial sobre el asunto de las pensiones, si-
guiendo las instrucciones de su juez constitucional. Y, por otra parte, solo hacía 
falta un pretexto adecuado para que los poderes públicos checos marcaran lími-
tes a lo que el juez constitucional podía hacer a la hora de controlar la actuación 
del legislador. Y la ocasión propicia para ambos actos de venganza institucional 
llegó con el caso Landtová. 

Entre 2006 y 2009 la cuestión del derecho al complemento en la pensión 
de jubilación había enfrentado a la señora Marie Landtová con el Instituto de 
la Seguridad Social checo. En vía judicial se discutía, precisamente, si esta 
ciudadana checa tenía derecho al complemento, derivado de la jurisprudencia 
constitucional, que la Administración checa le denegaba. Marie Landtová había 
trabajado en la República Eslovaca y no solo hasta diciembre de 1992, fecha 
de la escisión, sino también después de ese periodo, en concreto hasta agosto 
de 1993. Esto dejaba claro, si no lo estaba, que las decisiones sobre el régi-
men de seguridad social de esta trabajadora estaban sometidas al Reglamento 
núm. 1408/71: de forma general para el periodo comprendido entre finales de 
1992 y su jubilación y de forma específica, a través del Anexo III del Reglamen-
to que recogía el artículo 20 del Acuerdo, para el periodo anterior. Conforme a 
esto, al hilo de los diferentes recursos que se fueron planteando hasta llegar al 
Supremo y de las dudas expresadas por ese tribunal, la seguridad social checa 
planteó que la concesión de un complemento para la señora Landtová vulnera-
ría ciertas disposiciones de Derecho europeo: en primer lugar, las relativas a la 
igualdad de trato entre trabajadores de Estados miembros de la Unión del artícu
lo 3 del Reglamento núm. 1408/71; en segundo lugar, la prohibición de doble 
cómputo de un mismo periodo de seguro por dos Administraciones diferentes, 
la checa y la eslovaca, que estaba estipulada en el artículo 12 del mismo texto. 

Al margen de otras consideraciones sobre la cuestión prejudicial, que serán 
abordadas en el siguiente epígrafe, aquí es pertinente llamar la atención acerca 
de la actuación del Supremo Tribunal Administrativo. Este órgano jurisdiccio-
nal tiene un protagonismo esencial en esta historia, ya que es el que decide, en 
2009, tomar partido a favor de la aplicación preferente del Derecho europeo. 

(12) S entencia del Tribunal Constitucional checo de 10 de septiembre de 2009, PL. ÚS 
27/09. La traducción al inglés de esta resolución puede consultarse en la página web del Tribunal 
Constitucional checo y en concreto en el vínculo siguiente: http://www.usoud.cz/view/pl-27-09. 
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Su decisión hará estallar el conflicto multilateral en el que, a día de hoy, están 
implicados el juez constitucional nacional, el europeo, la jurisdicción ordinaria 
checa y hasta el resto de los poderes checos: el legislador y el Gobierno. La 
toma de protagonismo del Supremo Administrativo pone de relive algo que el 
profesor Weiler detectó en relación con la cuestión prejudicial como instrumen-
to de la «revolución constitucional» europea: que ese mecanismo procesal da 
una oportunidad a los jueces inferiores para tener un control sobre la legislación 
que nunca habían imaginado tener. Weiler señalaba en los años noventa que 
esa «revolución constitucional» europea, «dirigida desde la legalidad» a partir 
del periodo fundacional hasta Maastricht y vehiculizada a través de la cuestión 
prejudicial, «fue la historia de una pura y simple toma del poder por los jue-
ces». Esa «toma del poder», seguía explicando Weiler, «no benefició solo, y ni 
siquiera principalmente, al Tribunal Europeo de Justicia, sino a los tribunales de 
los Estados miembros, en especial a los tribunales estatales inferiores». Esto se 
debió a que «en tanto que los tribunales superiores actuaron desconfiadamente 
al principio, los tribunales inferiores hicieron un uso abundante» de la cuestión 
prejudicial. Era comprensible, puesto que la cuestión prejudicial daba a esos 
«tribunales inferiores y a sus jueces» dos oportunidades: la de «conectar con 
la más alta jurisdicción de la Comunidad»; y, por tanto, la de «tener de facto el 
control judicial sobre la legislación» (13). 

En la historia de esta cuestión prejudicial concreta, la del caso Landtová, la 
diferencia es que la legislación cuyo control está en disputa no es la del Parla-
mento, sino la creada judicialmente por el Tribunal Constitucional checo. Si se 
tiene en cuenta la observación de Michal Bobek acerca del uso de la cuestión 
prejudicial por parte de algunos jueces del centro y este de Europa, como instru-
mento frente a jueces constitucionales que tienen gran protagonismo político, 
el guión que marca los acontecimientos cuadra a la perfección (14). Como se 
verá a continuación, Bobek tiene razón, y ello se pone de relieve tanto en el 
planteamiento de la cuestión ante el Tribunal de Justicia, como en las alega-
ciones del Gobierno checo y, de forma peculiar, en el inaudito intento del juez 
constitucional por tomar parte en el proceso prejudicial. Cuando las cuestiones 
prejudiciales no se plantean por quien debe hacerlo, pasan cosas así. 

(13) S e parafrasean las reflexiones de WEILER, Joseph H. H. (1995): 44.
(14)  «En Europa central y del este, los Tribunales Constitucionales son poderosos actores 

jurídicos y políticos, que a veces entran en conflicto con tribunales de la jurisdicción ordinaria, 
especialmente representados por las cabezas de los respectivos cuerpos judiciales, por ejemplo, 
el Tribunal Supremo o el Tribunal Administrativo Supremo.» BOBEK, Michal (2008): 1615. Las 
traducciones del inglés al español de las citas textuales bibliográficas y jurisprudenciales son de 
la autora.
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2.2. S egundo acto: el Tribunal de Justicia entra en escena

En principio, el Tribunal de Justicia de la Unión se enfrentaba en el caso 
Landtová con un asunto fácil: un acuerdo entre dos Estados miembros que, 
si bien era previo a la adhesión de estos a la Unión, había sido incorporado 
al Derecho europeo a través de su inclusión en el Anexo III del Reglamento 
núm. 1408/71. La legislación nacional que pudiera ser incompatible con el De-
recho europeo tendría que ceder por los simples principios de primacía y efecto 
directo. Y el hecho de que hubiera una jurisprudencia previa del Ústavní soud 
que incidiera sobre el asunto tampoco iba a ser un problema: al Tribunal de 
Justicia no le había temblado nunca la mano a la hora de sobreponer su interpre-
tación de principios de Derecho europeo por encima de cualquier interpretación 
vinculante de jueces constitucionales estatales (15). 

Pero los problemas en este caso, como se ha visto, no estaban tanto en el 
terreno del Tribunal de Luxemburgo como en los confines del Estado checo. Y 
se complicaron un poco más como consecuencia de la sentencia del Tribunal de 
Justicia. ¿Por qué? Primero porque, tras la decisión del juez europeo, el comple-
mento para las pensiones de jubilación que se otorgaba a los ciudadanos checos, 
y que había nacido de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, se convirtió 
en un complemento europeo: o bien se otorgaba a todos los ciudadanos de la 
Unión que hubieran trabajado en la República Eslovaca de manera previa a la 
adhesión, o bien la República Checa estaría incumpliendo lo estipulado por el 
Reglamento núm. 1408/71. Segundo porque, como se evidenció durante el pro-
ceso ante el Tribunal de Justicia, las discrepancias entre las distintas institucio-
nes de la República Checa en relación con este asunto no se iban a pacificar con 
una palabra del juez europeo. A continuación se entenderá mejor esta última 
afirmación. 

La consulta del Supremo Tribunal Administrativo checo se circunscribía 
con bastante rigor a la controversia jurídica planteada en el asunto de origen 

(15) E sta afirmación puede ejemplificarse con el asunto Kreil —Asunto Tanja Kreil/Alema-
nia, C-285/98, Sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de enero de 2000, Rec. 2000, pág. I-6—, 
e ilustrarse, entre muchas, con la siguiente cita de la juriprudencia del Tribunal de Justicia: «dado 
que el principio general de igualdad y de no discriminación es un principio de Derecho comuni-
tario, los Estados miembros están vinculados por dicho principio tal como lo ha interpretado el 
Tribunal de Justicia. Ello también es así cuando, según la jurisprudencia constitucional del Estado 
miembro de que se trate, la normativa en cuestión es conforme a un derecho fundamental análo-
go reconocido por el ordenamiento jurídico interno». Asunto Anacleto Cordero Alonso/FOGASA, 
C-81/05, Sentencia del Tribunal de Justicia de 7 de septiembre de 2006, ECR 2006, pág. I-7569, 
motivo 41. Al respecto, véase ÁLVAREZ-OSSORIO MICHEO, Fernando (2008): 118. 
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por la Administración checa de la seguridad social. En primer lugar, se pedía 
al Tribunal de Justicia una aclaración sobre si el cálculo del complemento para 
las pensiones infringía la prohibición de doble cómputo de un mismo perío-
do de seguro, una prohibición que establecía el artículo 12 del Reglamento 
núm. 1408/71. En segundo lugar, se preguntaba sobre la compatibilidad del 
complemento para las pensiones con la igualdad de trato entre trabajadores de 
Estados miembros de la Unión, a la que obligaban tanto el artículo 3 del Regla-
mento como el artículo 12 del anterior Tratado de la Comunidad Europea. 

La primera de las cuestiones, la del doble cómputo, fue resuelta sin ma-
yores problemas por el Tribunal de Justicia. En la medida en que se trataba 
de un complemento sobre una pensión, y no de una pensión paralela, el juez 
europeo dictaminó que ni se invadía la competencia de la Administración de 
la seguridad social eslovaca ni se infringían las disposiciones del Reglamento 
núm. 1408/71 (16). La segunda pregunta era algo más espinosa, puesto que 
determinar que el complemento otorgado a nacionales checos residentes en el 
territorio de la República se consideraba incompatible con el principio de no 
discriminación por razón de nacionalidad podría tener dos efectos alternativos: 
dejar a la señora Landtová sin complemento o, como se ha anticipado, extender 
el complemento a cualquier trabajador de la Unión que cumpliera las condi-
ciones para solicitarlo, independientemente, por supuesto, de su nacionalidad 
y de su residencia. Esta última línea, la que hacía extensivo el complemento a 
los nacionales de otros Estados europeos, tenía el inconveniente para las arcas 
de la seguridad social checa de que se incrementaría el número de solicitudes, 
con los consiguientes problemas financieros que esto conllevaría. Quizás por 
eso —y en una línea frecuente del Tribunal de Justicia: la de intentar atenuar las 
consecuencias financeras de sus resoluciones (17)—, el juez europeo aprovechó 
el pretexto que le daba la situación de la señora Landtová: como ella sí, era 
residente, y sí, era nacional (18), el juez europeo ofreció una solución que era 
contenida y que al mismo tiempo estaba ajustada al Derecho europeo. 

(16) S entencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en el asunto Landtová, 
C-399/09, de 22 de junio de 2011, motivos 31 a 40. Esta sentencia y el resto de la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia que se cita en este trabajo ha sido consultada en su versión on-line en la 
página web del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

(17) C omo ejemplo pionero, se cita la jurisprudencia Defrenne, que limitaba la retroactivi-
dad de las conclusiones de la sentencia que resolvía el caso en aras de la protección de la seguridad 
jurídica y de la solvencia de las empresas obligadas a pagar ciertas pensiones. Asunto Gabrielle 
Defrenne/Sabena, C-43/75, STJ de 8 de abril de 1976, Rec. 1976, pág. 455, motivos 72 y sigs. 

(18) H asta el punto que el Gobierno eslovaco cuestionó la admisibilidad de esta cuestión 
prejudicial sobre la base de que la interpretación del principio de no discriminación no afectaba 
a la solución del litigio principal y no tenía relación alguna con la realidad del litigio, ya que la 
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La solución fue explicar que el Derecho europeo no se oponía a medidas 
que pudieran restablecer la igualdad de trato mediante la disminución de las 
ventajas de las personas privilegiadas por el complemento. E incluso si no hu-
biera disminución de esas ventajas, tampoco había en el Derecho de la Unión 
nada que obligara a privar de un complemento de protección social, como el 
que se discutía, a la categoría de personas que disfrutaban de él: nacionales y 
residentes. Parafraseando la sentencia, lo único seguro era que el Derecho de 
la Unión se oponía «a una norma nacional que, como la controvertida en el 
litigio principal», únicamente permitiera abonar «un complemento de presta-
ción de vejez a las personas de nacionalidad checa residentes en el territorio 
de la República Checa». Como de ello no se derivaba «como consecuencia 
necesaria, con arreglo al Derecho de la Unión», que debiera «privarse de dicho 
complemento a una persona que cumpla estos dos requisitos», el caso de la 
señora Landtová podía solucionarse conforme a lo establecido por el Ústavní 
soud (19). 

Hasta aquí todo puede parecer correcto. El Tribunal de Justicia había con-
seguido hilar una solución óptima, pues dejaba en manos del Estado miembro, 
y de sus instituciones, la decisión sobre qué hacer con el complemento para que 
se respetase lo establecido por el ordenamiento europeo. Pero en el curso del 
proceso prejudicial habían pasado algunas cosas más, y con posterioridad a su 
conclusión pasaron otras, que encendieron las iras del Tribunal Constitucional 
checo y que están en la historia «sentimental» de la sentencia de 31 de enero 
de 2012. 

Para empezar, justo al principio del proceso Landtová ante el Tribunal de 
Justicia, había habido un intento de diálogo entre jurisdicciones que, aunque 
no se apoyase sobre un principio procesal, podía haberse traducido como una 
petición de ayuda por parte del juez constitucional checo al luxemburgués. Y 
es que, tras la interposición de la cuestión prejudicial por el Supremo Tribunal 
Administrativo, teniendo noticia de que el Gobierno checo había expresado al 
juez europeo su convicción de que el juez constitucional de su país vulneraba 
el Derecho europeo, el Ústavní soud había enviado una misiva al Tribunal de 
Justicia en la que lo hacía partícipe de su interpretación del Acuerdo. Dicha 
misiva le fue devuelta al Tribunal Constitucional checo mediante un escrito en 
el que se le explicaba que «siguiendo las costumbres establecidas, los miembros 

Sra. Landtová cumplía todos los requisitos exigidos para el pago del complemento de la prestación 
de vejez checa y no sufría discriminación alguna. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea en el asunto Landtová, C-399/09, de 22 de junio de 2011, motivo 26.

(19) S entencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en el asunto Landtová, 
C-399/09, de 22 de junio de 2011, motivos 53 y 54.
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del Tribunal de Justicia europeo no mantienen correspondencia con terceras 
partes en relación con los casos que han sido sometidos al Tribunal» (20). Esta 
denegación de audiencia influyó negativamente en la predisposición del juez 
constitucional checo a aceptar lo que el de Luxemburgo pudiera decir. Pero 
además, puesta en relación con la guerra de posiciones que la sentencia sobre 
la disolución anticipada de la Cámara de Diputados checa había planteado, la 
negativa fue una descortesía que afectó al Ústavní soud también en su fución de 
juez constitucional interno: por primera vez el Gobierno de un Estado miembro 
denunciaba como contraria al Derecho europeo la jurisprudencia de su Alto 
Tribunal Constitucional y el juez europeo no se avino a oír lo que este, que no 
podía considerarse a sí mismo una tercera parte, tuviera que decir (21). 

Para seguir, una vez dictada la sentencia, el Supremo Tribunal Adminis-
trativo no actuó como se hubiera podido esperar que actuara un juez estatal en 
un caso de aplicación de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia: en lugar de 
aplicar la jurisprudencia del Ústavní soud a la señora Landtová, y concederle el 
complemento a su pensión, dejando la cuestión de la legalidad europea de esa 
jurisprudencia constitucional para otro momento, el juez administrativo la de-
claró inaplicable. Esta toma de posición subversiva se apoyó en el argumento de 
que la doctrina constitucional había sido creada sin tener en cuenta el Derecho 
europeo y sin que el juez constitucional hubiera referido una cuestión prejudi-
cial al Tribunal de Justicia. Esto último violaba no solo los principios del Dere-
cho europeo. Según el Supremo Tribunal Administrativo vulneraba también el 
derecho al juez legal. El Ústavní soud estaba haciendo, según el Administrativo, 
una resolución que desbordaba su ámbito de competencia. Según relata Zbíral, 
aunque el Supremo Tribunal Administrativo también aludía a la autoridad del 
Constitucional para revisar de nuevo el asunto, también le advertía de que ig-
norar la línea seguida por el Tribunal de Justicia, y declararse en contra de su 

(20) A sí lo relata el Tribunal Constitucional checo en su sentencia. Véase la versión inglesa 
de la Sentencia del Tribunal Constitucional checo de 31 de enero de 2012, PL. ÚS 5/12, parte VII: 
«Revisión del caso bajo el Derecho Europeo». La sentencia puede consultarse en la página web 
del Tribunal Constitucional checo y en concreto a través del siguiente enlace: http://www.usoud.
cz/clanek/pl-05-12. Las páginas de la sentencia no están numeradas ni por páginas ni por párrafos, 
por lo que para cada cita textual de la misma se hará referencia al bloque general o parte de donde 
se hayan extraído las referencias concretas. 

(21) R icardo Alonso García considera que hubiera sido posible una interpretación más flexi-
ble por parte del Tribunal de Justicia del artículo 23 de su Estatuto, que establece que son «las 
partes, los Estados miembros, la Comisión y, cuando proceda, la institución, órgano u organismo 
de la Unión que haya adoptado el acto cuya validez o interpretación se cuestiona» quienes tienen 
«derecho a presentar al Tribunal de Justicia alegaciones u observaciones escritas». ALONSO GAR-

CÍA, Ricardo (2012): 7. 
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jurisprudencia, supondría un coste enorme para la República Checa, bien en 
términos de todas las personas que podrían tener derecho al suplemento, bien 
en términos del incumplimiento del Derecho europeo, bien en términos de las 
múltiples acciones que podrían llegar a interponerse por parte de ciudadanos de 
la Unión ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (22). 

Y para rematar, por si estos desplantes hacia el Tribunal Constitucional che-
co hubieran sido pocos, nada más conocerse el fallo del Tribunal de Luxem-
burgo en el asunto Landtová, el Parlamento checo adoptó una resolución que 
prohibía prospectivamente pagar el complemento a nadie (23). 

El Tribunal Constitucional checo fue señalado como infractor del Derecho 
europeo, no por el Tribunal de Justicia, pero sí por el Supremo Administrativo 
y también por el legislador. No solo eso, sino que también era infractor, según 
el Supremo, del derecho constitucional al juez legal. Las resonancias estaban 
tanto en el ámbito interno, el institucional de la República Checa, como en 
el externo, el de la Unión. En el externo, el juez constitucional checo se veía 
amenazado por la jurisprudencia del de Luxemburgo, que parecía ganar poder 
a sus expensas, pretendiéndolo o no (24). En consecuencia, si hasta entonces el 
Tribunal Constitucional checo se podía haber alineado con el alemán, que en 
el asunto Honeywell acababa de sentar el criterio de que el control de los ultra 
vires europeos debía ser hecho de acuerdo con el principio de colaboración y 
apertura constitucional hacia el Derecho europeo (25), el golpe que supuso el 
asunto Landtová se lo impidió. Y se lo impidió porque también en el ámbito 

(22) Z BÍRAL, Robert (2012): 1480.
(23) L as reacciones del Supremo Tribunal Administrativo y el Parlamento checo a la juris-

prudencia Landtová están explicadas en el trabajo de KOMAREK, Jan (2012): 327-328. También en 
ZBÍRAL, Robert (2012): 1479-1480. 

(24) S e utiliza una reflexión de Weiler, quien señala que durante la primera etapa de la cons-
trucción de la jurisprudencia constitucional por parte del Tribunal de Justicia, «la constituciona-
lización del Tratado de Roma, con los principios de supremacía y efecto directo vinculantes para 
gobiernos y parlamentos, significó un fortalecimiento general del poder judicial vis-a-vis de las 
otras ramas de gobierno». Y que durante aquella etapa la «ingeniosa naturaleza» de la cuestión 
prejudicial «garantizó que los tribunales estatales no sintieran que el incremento del poder del 
Tribunal Europeo de Justicia se hacía a sus expensas». WEILER, Joseph H. H. (1995): 44.

(25) P AYANDEH, Mehrdad (2011): 21. 
En este asunto, Honeywell, al juez constitucional alemán se le planteaba la cuestión de si la 

jurisprudencia del Tribunal de Justicia en el asunto Mangold (Sentencia del Tribunal de Justicia 
en el asunto Mangold, C-144/04, de 22 de noviembre de 2005, ECR 2005, I-9981) era o no una 
actuación ultra vires por parte del Tribunal de Justicia. El Tribunal Constitucional alemán decidió 
que no lo era, haciendo una interpretación constitucionalmente viable de la jurisprudencia del 
juez de Luxemburgo. Sentencia del Tribunal Constitucional alemán de 6 de julio de 2010, 2 BvR 
2661/06, nyr. 
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interno el juez constitucional checo había sido puesto en entredicho. Y porque 
el juez europeo, negándose a leer su misiva, lo había dejado solo. Solo frente a 
todos. Ahora el Ústavní soud tenía que hacer valer de nuevo su posición frente 
a esos todos: su posición como máximo garante de la ley fundamental frente a 
los poderes de la República —Gobierno, jueces y Parlamento— y su posición 
como máximo intérprete de la legitimidad constitucional frente a la competen-
cia de control de la legalidad europea del Tribunal de Luxemburgo. Y así lo iba 
a hacer, contra todos, como se verá a continuación.

2.3. T ercer acto: el Tribunal Constitucional checo dicta su sentencia  
de 31 de enero de 2012

Con los antecedentes expuestos, ¿se podía esperar que el Tribunal Cons-
titucional checo aceptara la interpretación del Acuerdo conforme al Derecho 
europeo que había suministrado el Tribunal de Justicia? Posiblemente sí. No 
hay que olvidar que el juez constitucional checo había declarado con anterio-
ridad que la posición que el Derecho europeo ocupa en relación con el interno 
es de primacía, algo reconocido en el propio artículo 10 de la Constitución 
checa para los tratados internacionales. También había declarado el Ústavní 
soud su adhesión al principio de interpretación conforme, siempre y cuando 
ello no significase que la ley fundamental checa se quedara sin fuerza. En la 
línea de otras jurisdicciones constitucionales europeas, el Constitucional checo 
había reservado como núcleo material irresistible a la penetración del Derecho 
europeo la definición de la República como Estado soberano, democrático, 
sometido al imperio de la ley y respetuoso con los derechos del hombre y del 
ciudadano, según recogen los artículos 9.2 y 1 de su Constitución (26). La sen-
tencia del juez europeo en el caso Landtová no parecía atentar contra ninguno 
de esos elementos. Más bien estaba, y francamente lo estaba, en la línea de 
actuación propia de esta jurisdicción: primacía del Derecho de la Unión en el 
ámbito de sus competencias —interpretación del Reglamento núm. 1408/71— 

(26) E s la definición de contralímites del Tribunal Constitucional checo. Véase la Sentencia 
del Tribunal Constitucional de la República Checa de 26 de noviembre de 2008, PL. ÚS 19/08, 
relativa a la compatibilidad entre el Tratado de Lisboa y la Constitución de la República Checa, 
http://www.concourt.cz/view/pl-19-08. Los contralímites nacen de la idea de «limitación de so-
beranía, la cual implica que el poder no ha sido completamente transferido a la Comunidad: la 
limitación de soberanía debe tener algunos contralímites, de otra forma se llegaría a pérdida de 
soberanía en favor de la Comunidad». CARTABIA, Marta (1997): 138. Sobre la noción de contralí-
mites, véase también CELOTTO, Alfonso, y GROPPI, Tania (2005). 
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y devolución del asunto al juez nacional para que, conforme a las claves in-
terpretativas suministradas, resolviera el asunto que había dado origen a la 
cuestión prejudicial.

Según esto, el problema para que el juez constitucional checo aceptara las 
consecuencias del fallo luxemburgués debería haber sido menor. Pero, indirec-
tamente, aceptar la resolución del Tribunal de Justicia hubiera llevado al Cons-
titucional checo transigir en el ámbito interno. Y eso era algo que no estaba 
dispuesto a hacer. 

En caso de haber asumido la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, el 
Constitucional por una parte hubiera tenido que dejar en manos del legislador 
la decisión sobre los complementos. Esta primera concesión hubiera significa-
do tres cosas: hubiera cabido en la lógica constitucional interna; hubiera evi-
denciado que la lección de disciplina europea que había marcado la sentencia 
de Luxemburgo había sido aprendida por la República Checa; y para terminar 
hubiera solucionado el problema, no menor, de los costes financieros que las 
jurisprudencias combinadas, la constitucional y la europea, hubieran conllevado 
para las arcas de la seguridad social checa. Pero, por otra parte, conformarse sin 
más con la situación, a esas alturas, hubiera significado que el juez constitucio-
nal checo transigía no solo ante el juez europeo, sino ante la abierta insumisión 
del Supremo Tribunal Administrativo y ante la oposición a su autoridad ma-
nifestadas por los poderes constituidos. Y estas dos últimas cosas eran lo más 
difícil de admitir. 

Fue entonces cuando llegó al Ústavní soud el caso de un ciudadano checo, 
Karel Holubec, que había trabajado para las líneas ferroviarias checoslovacas, 
desde 1964 en la sección noroccidental, con sede en Praga, y de 1969 a junio 
de 1993 en la sección oriental, con sede en Bratislava. Este ciudadano había 
solicitado el cálculo de su pensión a la seguridad social checa en 2008, es decir, 
después de la adhesión. El Reglamento núm. 1408/71 era plenamente aplicable. 
De hecho era lo que había servido como base legal a la seguridad social checa 
para determinar la cuantía de una pensión en la que no se incluía ningún tipo de 
complemento. No conforme con el resultado, Holubec reclamó ante la justicia 
ordinaria: primero ante el Tribunal Regional de Hradec Králové y luego ante el 
Supremo Administrativo. La negativa por parte de ambas instancias jurisdic-
cionales a acceder a las pretensiones del señor Holubec condujo a este ante el 
Ústavní soud, instancia ante la cual alegó la vulneración de sus derechos a la 
seguridad material en la tercera edad del artículo 30 de la Carta de Derechos y 
Libertades Fundamentales; a la igualdad y a la prohibición de discriminación 
de los artículos 1 y 3.1 de la misma Carta; y a la protección judicial del artícu
lo 36. Era la ocasión que el Tribunal Constitucional checo podía estar esperando 
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para devolver el golpe al Supremo Administrativo y a la legislatura checa. Y 
lo hizo. 

El juez constitucional comienza su argumentación en el caso Holubec re-
vistiéndose de la discutida autoridad que, en su provocación, el Supremo Ad-
ministrativo le había reconocido. Como el Reglamento europeo se había pre-
sumido aplicable, la coyuntura situaba al Tribunal Constitucional en el terreno 
apropiado para puntualizar el asunto frente a los jueces ordinarios y, de camino, 
frente al europeo. El Constitucional se hacía eco de la opinión del Supremo 
Tribunal Administrativo, la utilizaba para afirmar su postura como si ambos 
órganos jurisdiccionales siempre hubieran estado de acuerdo. El mismo juez 
administrativo había reconocido que «la autoridad del Tribunal Constitucional 
para revisar de nuevo un asunto legal en disputa en un procedimiento sobre una 
queja de constitucionalidad», incluso si había habido una decisión previa en 
sede prejudicial que incidiera sobre el fondo del asunto, «no está afectada de 
ninguna manera». La idea era que la jurisprudencia europea no obstaba para que 
el Constitucional pudiera insistir en que se aplicara su mandato, puesto que la 
Constitución checa reconocía la autoridad del juez constitucional y obligaba al 
cumplimiento de sus dictados. Por eso —seguía dándose razones a sí mismo el 
Ústavní soud—, como guardián de la constitucionalidad y de la soberanía de la 
República Checa que era, debía pronunciarse en ese asunto y su resolución «se-
ría directamente obligatoria como precedente para ambos, para el asegurador 
público checo y para los jueces ordinarios» (27). Esa autoridad, discutidamente 
indiscutida en el ámbito interno, otorgaba al Constitucional la facultad de in-
tervenir en cualquier caso en el que hubiera que revisar el ámbito en el que la 
Unión Europea había ejercido sus competencias. 

Como se ha comentado unos párrafos más arriba, la Sentencia del Tribunal 
de Justicia en el asunto Landtová se enmarcaba dentro de una línea de argumen-
tación muy habitual del Tribunal de Luxemburgo. Nada hubiera hecho pensar 
que dicha sentencia podría ser sometida, como lo fue, a un escrutinio cons-
titucional por considerar que el Tribunal de Justicia se había excedido en sus 
facultades de control e interpretación del Derecho europeo. Pero eso fue lo que 
el Constitutional hizo: trasladó la disputa interna al plano europeo, determinó 
que el Tribunal de Justicia se había excedido en el ámbito de sus competencias, 
actuando ultra vires, y decidió que su jurisprudencia era inaplicable (28). 

(27) S entencia del Tribunal Constitucional checo de 31 de enero de 2012, PL. ÚS 5/12, 
parte II.

(28) S entencia del Tribunal Constitucional de la República Checa de 31 de enero de 2012, 
PL. ÚS 5/12, parte VII. 
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El razonamiento que llevaba a esta conclusión se apoyaba en la doctrina 
sobre los ultra vires de la jurisprudencia Maastricht del Tribunal Constitucional 
alemán. El Tribunal Constitucional checo insistía en que él seguía siendo el 
guardián supremo de la Constitución de su país, «incluso contra posibles exce-
sos por parte de los órganos de la Unión o del Derecho europeo». De acuerdo 
con esto, el Tribunal Constitucional checo también estaba llamado «a revisar, 
como ultima ratio, si los actos jurídicos de los órganos europeos están dentro 
de los límites de los poderes que les fueron conferidos» (29). ¿Que por qué la 
sentencia del juez europeo excedía las competencias atribuidas? Porque los pe-
riodos en los que un ciudadano checo hubiera estado trabajando en el territorio 
de la actual República Eslovaca con anterioridad a 1993 no podían ser conside-
rados como periodos de trabajo en otro Estado miembro de la Unión. La eva-
luación de dichos periodos tenía que ser considerada como una consecuencia de 
la escisión de la antigua Checoslovaquia y «el error a la hora de distinguir las 
relaciones jurídicas derivadas de la disolución de un Estado» de las relaciones 
jurídicas derivadas de un sistema de seguridad social armonizado, como el de 
la Unión, que es «consecuencia de la libre circulación de personas en las Co-
munidades Europeas, o la Unión Europea, es una falta de respeto a la historia 
europea, comparar cosas que son incomparables» (30). 

Pero esto no fue todo. El Tribunal Constitucional checo también llegó a decir 
que la Sentencia del Tribunal de Luxemburgo faltaba a las garantías constitucio-
nales propias del Derecho a un juicio justo al no haber tomado en consideración 
la misiva que se le hizo llegar de parte del Alto Tribunal checo. El hecho de que 
el propio Gobierno hubiera descalificado la jurisprudencia constitucional checa 
en sede europea debería haber bastado, en opinión del Ústavní soud, para que 
se le diera audiencia como amicus curiae (31). Por fin, en el apartado corres-
pondiente a obiter dictum, el Constitucional checo también tomó una decisión 
sobre la regulación del Parlamento checo, la que había sido aprobada en 2011 
como consecuencia del fallo del Tribunal de Justicia en Landtová y que dero-
gaba la jurisprudencia constitucional sobre los complementos: la calificación 
como ultra vires de la sentencia Landtová hacía que esa regulación del Parla-

(29) S on reflexiones tomadas de la segunda sentencia que en 2009 insiste sobre la compa-
tibilidad del Tratado de Lisboa con la Constitución checa: Sentencia del Tribunal Constitucional 
de la República Checa de 3 de noviembre de 2009, PL. ÚS 29/09, http://www.concourt.cz/view/
pl-29-09. 

(30) S entencia del Tribunal Constitucional checo de 31 de enero de 2012, PL. ÚS 5/12, parte 
VII.

(31)  Idem.
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mento quedase obsoleta, puesto que, al decaer el fundamento jurídico que le dio 
existencia, cesaba la propia norma (32). 

La confusión en este asunto es importante. Quizás por eso el magistrado 
Jîrí Nykodým emitió un voto particular discrepante. En su opinión, el Tribunal 
de Justicia tenía autoridad suficiente para interpretar la normatividad derivada 
del Reglamento en cuestión, puesto que el Acuerdo entre las Repúblicas Checa 
y Eslovaca había sido expresamente incluido en el Anexo III del Reglamen-
to núm. 1408/71. ¿Dónde estaba el ultra vires? Es más, dicho Anexo contenía 
dos tipos de acuerdos interestatales sobre seguridad social y solo para los que 
estuvieran contenidos en la sección B del Anexo, entre los que no estaba el ar
tículo 20 del Acuerdo checoslovaco, se permitía establecer distinciones entre 
diferentes categorías de personas. Por tanto, el argumento de que el Tribunal 
de Justicia estaba confundiendo un tratado internacional derivado de unas cir-
cunstancias históricas singulares con una cuestión de aplicación del normas 
europeas relativas a la libre circulación era, más que sorprendente, desviado. 
La realidad es que las previsiones del artículo 20 del Acuerdo habían pasado a 
formar parte del Reglamento, habían sido sometidas a un régimen especial den-
tro del mismo y su interpretación había pasado a ser un asunto de Derecho de 
la Unión. La última palabra la tenía el Tribunal de Justicia, no el Constitucional 
checo (33). 

Solo comprendiendo la controversia interna entre el juez constitucional, la 
jurisdicción administrativa y el legislador, puede comprenderse esta sentencia 
que declara un ultra vires, excediéndose, ella misma, de los límites de su juris-
dicción. Es la situación contraria a la propuesta o idealizada por la doctrina del 
diálogo entre jurisdicciones. El diálogo, como la misma palabra indica, llama a 
la conciliación entre las altas jurisdicciones estatales y de la Unión, no al plan-
teamiento unitaleral de una guerra acuartelada. En ese sentido conciliatorio, 
proponía Cruz Villalón en 2004 que habría que dar un tratamiento especial a 
la Constitución nacional cuando entrase en conflicto con normas europeas. Ese 
tratamiento especial podía consistir en que se extendiera el deber de plantear 
una cuestión de inconstitucionalidad cuando se fuera a inaplicar una norma 
nacional con rango de ley que pareciera ser consecuencia directa de un manda-
to constitucional. Cruz Villalón postulaba que en esos casos el juez ordinario, 
en el caso checo la jurisdicción administrativa, podría plantear la cuestión de 
inconstitucionalidad al Tribunal Constitucional propio para que este pudiera 

(32) S entencia del Tribunal Constitucional checo de 31 de enero de 2012, PL. ÚS 5/12, 
parte IX.

(33) S e parafrasea a KOMAREK, Jan (2012): 330.
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comprobar si cabía o no una interpretación de la norma legal que fuera compa-
tible con el Derecho europeo. En caso contrario, profetizaba el ahora abogado 
general, comenzarían «las dificultades». Así de hecho ha ocurrido en el asunto 
de las pensiones checas. Pero la posibilidad de que, vistas las dificultades, el Tri-
bunal Constitucional correspondiente «planteara una cuestión prejudicial ante 
el Tribunal de Justicia, de tal modo que a este todavía le quedase la posibilidad 
de efectuar una interpretación conforme del Derecho comunitario que evitara 
la contradicción con la Constitución nacional (tal como el Tribunal Constitu-
cional nacional viniera entendiéndola)», ha quedado totalmente descartada con 
la sentencia de enero de 2012 (34). Más si cabe porque es el Supremo Tribunal 
Administrativo checo el que, como se explicará a continuación, ha seguido ade-
lante con otra provocación. 

III. I mpresiones, incomprensiones y una secuela:  

¿es esto diálogo jurisdiccional? 

En efecto, la historia en tres actos tiene un epílogo que promete, a su vez, 
una secuela. Y es que con fecha 24 de mayo de 2012 se incorporó a lista de 
asuntos prejudiciales pendientes ante el Tribunal de Justicia el asunto C-253/12, 
en el que el Supremo Tribunal Administrativo vuelve al ataque con una nueva 
petición. 

Ante un caso en el que vuelven a discutirse los cómputos de pensiones 
devengadas por periodos de trabajo en Eslovaquia anteriores a 1993 y en la 
República Checa posteriores a la fecha, el Supremo Administrativo plantea a la 
jurisdicción europea tres cuestiones. La primera, si el caso concreto está exclui-
do de la aplicación del Reglamento núm. 1408/71. Bajo el entendimiento de que 
el juez europeo dirá que no, pregunta el Administrativo checo en segundo lugar 
si los artículos 18 del Tratado de Funcionamiento y 4.2 del Tratado de la Unión, 
que hablan respectivamente de la no discriminación por razón de nacionalidad 
y de la identidad nacional como principio de la Unión, se superpondrían a la 
doctrina del Tribunal Constitucional checo sobre el tratamiento favorable a los 
ciudadanos checos en materia de cómputo de pensiones. Esta segunda cuestión 
sugiere que la identidad nacional «en riesgo» podría relacionarse con la estabi-
lidad financiera de la República, la cual se hallaría en apuros en caso de que el 
reconocimiento de los complementos se extendiese a los ciudadanos de cual-
quier Estado miembro. De ser respondida favorablemente, esta pregunta llevaría 

(34) C RUZ VILLALÓN, Pedro (2004): 79.
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a la tercera, la línea de ataque principal contra el Ústavní soud: «¿el Derecho de 
la Unión Europea se opone a que un tribunal nacional, que es la instancia su-
perior del Estado en el ámbito contencioso-administrativo y cuyas resoluciones 
no pueden ser objeto de recurso, esté vinculado por la apreciación jurídica del 
Tribunal Constitucional de la República Checa cuando la apreciación de este no 
parezca conforme al Derecho de la Unión tal como lo ha interpretado el Tribu-
nal de Justicia de la Unión Europea?» (35). 

La respuesta a esa tercera cuestión es crucial, pues de ser afirmativa el Tri-
bunal de Justicia estaría desacreditando, ahora sí abiertamente, al Constitucio-
nal checo. Si esto es lo que busca el Supremo Tribunal Administrativo checo, 
no parece que la vía sea la europea. Explica Zbíral que el juez administrativo 
checo aplica una doble estrategia: «plantea las cuestiones que el Tribunal Cons-
titucional debiera haber formulado», las dos primeras, «pero por alguna razón 
añade la tercera cuesión que difícilmente puede llevar a algo positivo», sobre la 
cual «el Supremo Administrativo ya decidió expresamente en agosto de 2011» 
y que incide en crear una imagen poco deseable de la República Checa en la 
Unión (36). 

Sobra decir, aunque se dirá, que sentada la jurisprudencia Landtová, la ma-
nera de encontrar la conformidad de la actuación checa en materia de pensio-
nes con el Derecho de la Unión es un asunto que quedaba en manos de las 
instituciones de la República Checa. Principios tan básicos como el del efecto 
directo de los reglamentos europeos, el de cooperación leal o el de primacía 
del Derecho europeo en el ámbito de sus competencias eran suficientes para 
componer el conflicto. En casos diferentes podría discutirse si una norma de 
Derecho interno, como puede ser el caso de un tratado internacional entre dos 
Estados miembros, entra o no en el ámbito de competencia de la Unión y si sus 
preceptos tienen que ser interpretados conforme a las regulaciones de la Unión 
en la materia. Pero ni siquiera es ese el caso. Hay que insistir en que el propio 
Reglamento núm. 1408/71 se encargó de incluir expresamente el Acuerdo en su 
Anexo III y es difícil creer que esa realidad sea susceptible de una interpreta-
ción como la que hizo el juez constitucional checo. La declaración como ultra 
vires de la actuación del Tribunal de Justicia por parte del Constitucional checo 
parece más una manera que utiliza este último para afirmar su postura, que ni 
su posición ni su autoridad, frente la jurisdicción ordinaria y frente al legislador 

(35) L as cuestiones planteadas en este asunto C-253/12 —DO L 149, pág. 2— pueden con-
sultarse en versión española en la página web del Tribunal de Justicia, en concreto en el siguiente 
enlace: http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=126042&pageIndex=0
&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=9253. 

(36) Z BÍRAL, Robert (2012): 1491.
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estatal. Una manera, por otra parte, que no parece ser la mejor. Aunque siga 
siendo cierto que una de las cuestiones más difíciles de articular sea la relación 
entre las jurisdicciones constitucionales nacionales y la europea, lo único que 
no debe perderse de vista es que desacreditar de esta manera la interpretación 
jurisprudencial del Tribunal de Justicia solo puede traer dos consecuencias: una 
pérdida de respeto hacia el Derecho de la Unión (37) o una pérdida de respeto 
por parte de las instituciones europeas hacia la justicia constitucional de ese 
Estado miembro. 

Si hasta ahora se había considerado a la jurisdicción constitucional checa 
entre las «prudentes» a la hora de evaluar y admitir los principios de la inte-
gración, a partir de ahora, al contrario, se la considerará entre las «reticentes», 
si no acaba siendo necesario crear una nueva categoría para ella: la de las im-
pertinentes (38). Eso sí, anotando también el punto de vista crítico, si se tiene 
en cuenta que el Tribunal de Justicia podía haberle tendido una mano al juez 
constitucional checo, aceptando la famosa misiva, cosa que no hizo, quizás sea 
el propio juez europeo el que vaya a recoger las semillas de algo que, si bien no 
sembró, de alguna manera, siquiera por omisión, abonó e hizo crecer. Aunque 
no sea función de Luxemburgo mediar en los conflictos internos entre jurisdic-
ciones estatales, que tan frecuentes son, quizás se echó de menos por parte del 
juez europeo una «especial sutileza» para hacer frente a este tipo de asuntos, su-
tileza «desde una perspectiva tanto procedimental como sustantiva». Se alentó, 
así, la posibilidad de que los jueces constitucionales checos llegaran «a sentirse 
ninguneados» y a «anclarse, desde su privilegiada posición de supremos intér-
pretes internos, en lecturas poco amigables hacia la integración de los textos 
constitucionales nacionales» (39). 

Por eso este episodio, tragedia en tres actos o culebrón, haría verdad solo 
parcialmente lo que decía Cruz Villalón sobre los tribunales constitucionales 
de los Estados miembros de la Unión: que «han visto en la garantía de la res-
pectiva Constitución nacional la clave de su identidad» frente al Derecho euro-
peo. El problema se plantea cuando los problemas de identidad de estas Cortes 
Constitucionales se cruzan, como en este caso, con una crisis constitucional 

(37) C omo afirma Davies, «la efectividad del Derecho de la Unión no es solo una cuestión 
de aplicación o inaplicación, sino de la manera en la que las normas son aplicadas a situaciones 
particulares, y el espíritu con el que son interpretadas. Una disminución del respeto puede tener 
efectos difíciles de cuantificar, pero, sin embargo, importantes». DAVIES, Gareth (2010): 11.

(38) S obre la clasificación de los Tribunales Constitucionales y Altos Tribunales de los Esta-
dos miembros de la Unión en función de su relación con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 
y el lugar, entre ellos, del Tribunal Constitucional checo, véase RAGONE, Sabrina (2001): 78-80. 

(39) S e parafrasea a ALONSO GARCÍA, Ricardo (2012): 7. 
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interna como la provocada en 2009 por la referida ley constitucional, declarada 
inconstitucional por el Ústavní soud, que permitía la disolución anticipada de 
la Cámara de Diputados del Parlamento estatal (40). Este cruce hace imposible 
considerar que el Tribunal Constitucional checo esté defendiendo ante Luxem-
burgo lo que «la Constitución nacional representa: un esfuerzo colectivo de una 
comunidad por dotarse de un espacio de libertad, de autodeterminación y de 
derecho». Ni siquiera se trata de esa romántica «reverencia supersticiosa ante 
un texto legal» (41). Se trata, al contrario, de una batalla, dentro de una guerra 
interna, llevada a un campo que se presume neutro: el europeo. Esa batalla ha 
hecho olvidar al juez constitucional checo que la adhesión a la Unión exige una 
actitud cooperativa, lo cual es algo que se desprende de la mutación constitu-
cional a la que se somete la Constitución misma en el momento de la adhesión 
y que no tiene más remedio que tocar, igualmente, a los Tribunales Constitu-
cionales (42). Y también este caso se trata, al fin y al cabo, de lo que no debiera 
ser: impedir que la penetración de los principios del Derecho de la Unión en el 
orden interno, y viceversa, se lleve a cabo de manera razonable. La permeabi-
lidad recíproca de los sistemas normativos de la Unión y de los Estados es un 
requisito imprescindible para que el diálogo jurisdiccional en vía oficiosa sea 
tal (43). De igual manera que el saber estar, saber mantenerse dentro de los 
límites de la propia jurisdicción es esencial para que las vías oficiales no acaben 
colapsadas. 

(40) S entencia del Tribunal Constitucional checo de 10 de septiembre de 2009, PL. ÚS 
27/09: http://www.usoud.cz/view/pl-27-09. 

(41) S e parafrasea a CRUZ VILLALÓN, Pedro (2004): 68 y 69.
(42) C omo explica Menéndez, «el proceso de integración europea altera la identidad de los 

Tribunales Constitucionales nacionales, sin dejarla definida claramente. Y ello en tanto que, de 
modo paralelo a la transferencia de las constituciones nacionales al nivel supranacional, el proceso 
de síntesis constitucional implica que los guardianes de la ley fundamental nacional pasan a agre-
gar al papel de custodios de la primacía de la Constitución nacional el de defensores del colectivo 
constitucional europeo», MENÉNDEZ, Agustín José (2011): 168.

(43)  Davies, siguiendo a Ross Phelan, propone como ideal para la integración que «a través 
de un incremento de los niveles de aceptación del Derecho de la Unión dentro de los órdenes nacio-
nales se podría ayudar a que el Derecho de la Unión se integrara en el Derecho estatal, de manera 
que el primero mejorase en la consecución de sus objetivos y se hiciera más presente en la vida 
jurídica nacional. Integrando la posibilidad de que el Derecho de la Unión hiciera concesiones al 
Derecho nacional, paradójicamente, se incrementaría el estatus y la efectividad del Derecho de la 
Unión». DAVIES, Gareth (2010): 5.
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IV. C onclusiones

Es algo decepcionante comprobar que la primera vez que un Tribunal Cons-
titucional estatal declara ultra vires un acto jurídico de la Unión Europea lo haya 
hecho en unas circunstancias y en un escenario como el que se ha descrito aquí. 
Sorprendentemente, el mismo juez constitucional que, siguiendo la estela del 
Tribunal Constitucional alemán, había evitado declarar como contrarios a los 
derechos fundamentales los preceptos de la directiva sobre retención de datos, 
y había trasladado a la norma estatal de transposición los vicios de inconstitu-
cionalidad a corregir, ha decidido denunciar como ultra vires un asunto así (44). 
La inspiración del juez constitucional alemán, y en concreto la de la sentencia 
Honeywell, estuvo ausente en este caso. Para el Ústavní soud los criterios mar-
cados por Honeywell para declarar un acto de la Unión como ultra vires no lo 
interpelaban en absoluto: ni el de la apertura interpretativa hacia el Derecho 
europeo; ni el requisito de fondo de la «violación suficientemente caracterizada 
del principio de atribución de competencias»; ni el procedimental de colabora-
ción entre jueces constitucionales y juez europeo, según el cual los primeros no 
deberían sustituir una interpretación metolodógicamente defensible del Tribu-
nal de Justicia con su propia interpretación de la ley (45). 

Además de esta constatación, como conclusión inicial, también pueden 
apuntarse otras dos conclusiones más: cuán nocivo es que los Tribunales Cons-
titucionales muestren tanta reticencia, cuando no se nieguen, a plantear la cues-
tión prejudicial; y qué difícil es hablar de diálogo jurisdiccional cuando los par-
ticipantes no tienen claro cuál es su línea de intervención en cada una de las 
vías, oficiales u oficiosas, de diálogo. 

Sobre la actitud de los jueces constitucionales hacia el planteamiento de la 
cuestión prejudicial, hay que decir que, aunque algunos Altos Tribunales llevan 
tiempo apelando a la jurisdicción europea con naturalidad —el caso de Austria 
y Bélgica—, la tónica general ha sido la reticencia a plantearla y, en algunos 
casos, la negativa abierta  (46). Y cuando algunos Tribunales Constituciona-
les, como el español, por fin vencen sus recelos, dando muestras de que han 
asumido su papel de participantes en la construcción del orden constitucional 

(44)  Véase la Sentencia del Tribunal Constitucional de la República Checa de 22 de marzo 
de 2011, PL. ÚS. 24/10.

(45) C ORTI VARELA, Justo; PORRAS BELARRA, Javier; ROMÁN VACA, Carmen (2011): 844. 
PAYANDEH, Mehrdad (2011): 21-22.

(46) M ARTINICO, Giuseppe (2009): 4-5.
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europeo, otros, como el checo, se señalan tomando la dirección opuesta (47). Es 
cierto que la construcción de un orden global integrado por diferentes comple-
jos normativos que interactúan, dando lugar a un sistema pluralista de relación, 
requiere que el guión se esté reescribiendo continuamente. Esto es así porque 
en la construcción del constitucionalismo de la Unión Europea hay un proceso 
discursivo en el que distintos actores jurídicos moldean y a su vez son moldea-
dos por ese mismo discurso (48). Pero lo cierto es que, para seguir hacia delante 
en esa construcción, algunas etapas del proceso discursivo tendrían que poder 
darse por superadas y que los bloqueos y negativas a plantear cuestiones preju-
diciales no ayudan a ello (49). 

Y, enlazando con la segunda conclusión, está bastante claro que el diálogo 
jurísdiccional como vía de construcción constitucional requiere que las con-
diciones previas de la comunicación sean respetadas. Esto incluye que cada 
uno de los intervinientes sepa cuál es su papel institucional y cómo funciona, 
también, su vía de comunicación oficial en el ordenamiento interno. En este 
sentido, la crítica no solo se dirige hacia el Tribunal Constitucional checo, sino 
también hacia el Supremo Tribunal Administrativo y hacia la manera que este 
ha tenido de conducirse con posterioridad a la sentencia del Ústavní soud. Por 
más que se haya dicho que en el asunto Landtová quizás un gesto de solidaridad 
o de apertura al diálogo por parte del juez de Luxemburgo, aceptando la misi-
va del juez constitucional checo para dar su opinión en relación con su propia 
jurisprudencia, hubiera sido positivo, no parece que echar la pelota en el tejado 
del Tribunal de Justicia, pidiéndole la solución de algo que debe resolverse en 
el ámbito interno, sea la forma de actuar más conveniente para la República 
Checa. Y tampoco lo es para el juez europeo. Pero ha sido inevitable y ahora la 
pelota está en ese tejado, en el del Tribunal de Justicia. Y este se preguntará que 
quién le habrá dado a él vela en el entierro y que si el muerto será él o el propio 
diálogo jurisdiccional. ¿Cogerá la vela, implicándose ya sin remedio en la ba-
talla institucional checa? ¿Se quemará con la mecha? La expectación alrededor 

(47) A uto 86/2011, de 9 de junio, del Tribunal Constitucional español que plantea cuestiones 
prejudiciales al Tribunal de Justicia de la Unión Europea en relación con la aplicación de la orden 
de detención europea. Asunto C-399/11, Melloni, DO C de 1 de octubre de 2012, 290/5.

(48) P OIARES MADURO, Miguel (2008): 15.
(49) U na alternativa diferente puede deducirse del planteamiento de Baquero Cruz, que pro-

pone la creación de una casación europea. Esta casación europea, según este autor, mejoraría la 
uniformidad en la aplicación del Derecho de la Unión. La propuesta es interesante. No obstante, 
no evitaría ciertas confrontaciones entre la jurisprudencia de los Tribunales Constitucionales esta-
tales y el Tribunal de Justicia de la Unión, ya que la interpretación de las normas estatales es en la 
mayor parte de las ocasiones difícil de separar de la de las europeas y viceversa. Véase BAQUERO 
CRUZ, Julio (2005): 39.
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de la manera en la que el Tribunal de Luxemburgo resuelva ese nuevo asunto, 
C-253/12, que le ha planteado el Supremo Tribunal Administrativo checo, está 
asegurada. ¿Se harán apuestas?
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